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Resumen: este trabajo analiza si es posible que la noción de capacidad contributiva pueda encontrar un lugar en una concepción igualitaria de la justicia y en particular si puede concebirse como una garantía que deriva de la protección de ciertas libertades básicas consideradas prioritarias. Se argumenta que no tiene este lugar y que por lo tanto la imposición de tributos no debe respetar esta restricción ya que no existe libertad básica que sea protegida por el principio de “capacidad contributiva”.


I. Introducción.
La democracia genera altos costos financieros y esto no debería sorprendernos. Establecer y mantener instituciones democráticas genera mayores costos económicos que los requeridos por otros procedimientos decisorios. Es costoso movilizar la maquinaria burocrática necesaria para llevar adelante el aparato estatal pero también por las particulares instituciones que son exigidas por la democracia[footnoteRef:1] en algunas de sus versiones, i.e., democracia participativa o democracia deliberativa[footnoteRef:2].  [1:  (Held, 2006, p. 145 y ss.)]  [2:  (Held, 2006, p. 243 y ss.)] 

Aunque en la teoría de la democracia deliberativa la prioridad está puesta en la garantía de las libertades básicas[footnoteRef:3], garantizar que los ciudadanos disfruten igualdad equitativa de oportunidades es primordial para asegurar las condiciones de la deliberación[footnoteRef:4]. Es decir, hace falta satisfacer requerimientos particulares para asegurar la existencia de ciudadanos informados, elecciones periódicas, publicidad de los actos oficiales, órganos de control, etc. Además, asegurar la garantía efectiva del ejercicio de las libertades básicas también coloca presión sobre las demandas democráticas. Para que la participación en democracia sea considerada valiosa, los ciudadanos deben tener sus necesidades básicas satisfechas, contar con instituciones que permitan la participación amplia, y que la oportunidad de participar no sea meramente formal.  [3:  Así también lo considera la teoría rawlsiana de la justicia (John Rawls, 1971-1999, p. 214 y ss)]  [4:  (Guttman & Thompson, 1996, p. 273 y ss.)] 

Se podría pensar que la distribución de los costos financieros para mantener en funcionamiento tan complejo aparato institucional debería ser el resultado de una decisión democrática. Después de todo, la democracia es el mecanismo para decidir entre todos los asuntos que a todos conciernen. Por ello, decidir democráticamente en procedimientos legislativos participativos cuál es, por ejemplo, el sistema de propiedad privada adecuado, es un asunto que hace a la distribución de las cargas y beneficios sociales. La doctrina tributaria, sin embargo, tiene una idea diferente. Así, la doctrina jurídica tributaria toma a la exigencia de respetar la capacidad contributiva de cada ciudadano como un fundamento de la obligación tributaria. Esta exigencia deriva del sistema tributario constitucional que coloca a la igualdad como valor supremo en el ejercicio del poder coactivo tributario[footnoteRef:5]. Los tributos legítimos deben ser igualitarios[footnoteRef:6]. [5:  El sistema tributario constitucional lo conforman los arts. 4, 9, 10, 11, 12, 16, 17, 75 inc. 1 de la CN. Véase (Sagüés, 1997, p. 167 y ss.).]  [6:  No es pacífica la jurisprudencia, ni la doctrina, respecto a cuál sea la concepción correcta de la igualdad, ni si esta igualdad se refiere a que a mayor riqueza corresponde mayor contribución o a si existe igualdad en la riqueza debería existir igualdad en la contribución (igualdad vertical e igualdad horizontal, respectivamente). En el caso de la igualdad vertical se afirma que es una exigencia de distribución de la carga tributaria que toma en cuenta las diferencias entre los que más tienen y los que menos tienen, pero no es claro ni cuál es el parámetro adecuado para medir quien tiene más que otros (¿bienestar?, ¿oportunidades?, ¿bienes sociales?, ¿recursos económicos?, ¿talentos?) ni como debe vincularse la contribución con el nivel de riqueza de cada uno (¿proporcionalidad?, ¿progresividad?). Véase (Slemrod & Bakija, 2008, pp. 64-66).] 

Me propongo determinar si la noción de capacidad contributiva puede encontrar apoyo en una concepción igualitaria de la justicia y en particular si puede concebirse como una garantía que deriva de la protección de ciertas libertades básicas consideradas prioritarias dentro de los principios de justicia. Si no lo hace, la imposición de tributos no debería respetar esta restricción ya que no existe libertad básica que deba ser protegida por la noción de capacidad contributiva.
II. Desarrollo.
Que la capacidad contributiva sea el parámetro correcto para evaluar la medida en que cada ciudadano debe contribuir al sostenimiento del Estado es algo controvertido. La idea de que existe algo así como una adecuada distribución de las cargas tributarias, independiente de la distribución de beneficios sociales, ha sido fuertemente criticada[footnoteRef:7]. Se afirma que quienes pretenden encontrar algo así como una concepción autónoma de la equidad tributaria tienen una visión sesgada de los resultados producidos por las instituciones.  [7:  (Murphy & Nagel, 2004, p. 14)] 

Para evaluar correctamente la justicia o injusticia de un esquema distributivo es necesario considerar como se organiza el sistema institucional en general. Aunque la imposición desigual de contribuciones adicionales a ciertos individuos violaría el principio de igualdad en la distribución de cargas públicas, esta injusticia produce que otras injusticias sean disminuidas y de esta manera, el resultado es menos injusto de lo que de otra manera sería.
A pesar de lo atractivo que puede ser la idea de evaluar los esquemas institucionales en sus efectos globales, la idea de capacidad económica podría ser relevante como un límite a la imposición de tributos por parte del estado. Este límite funcionaría como una garantía de que los impuestos deberían aplicarse: a) siempre que exista capacidad económica y b) impactando de igual manera sobre los que tienen igual capacidad contributiva. Sólo bajo estas condiciones sería legítima la imposición de una obligación jurídica de contribuir. 
La idea de capacidad económica tiene una faz positiva. Si alguien carece de capacidad económica, alguien podría argumentar que es una exigencia de la justicia, dotar a esta persona de lo necesario para que alcance un cierto nivel de capacidad económica[footnoteRef:8]. En adelante, sólo haremos referencia al aspecto negativo y contributivo de las instituciones fiscales y no al aspecto positivo. [8:  Detrás de esta idea encontramos una concepción suficientista de la justicia, que no exige que la distribución de beneficios otorgue a todos un nivel igual de cargas y beneficios, sino más bien que las personas tengan suficiente para mantener un cierto estándar de vida. Sobre los problemas que trae el criterio de la suficiencia véase (Casal, 2007). y para una defensa de los criterios suficientistas como un complemento de la teoría de la justicia rawlsiana, véase (Casal, P., 2007, p. 323). Para una defensa del criterio suficientista (Frankfurt, H., 1987, p. 197), también (Frankfurt, H., 1997).] 

La imposición de tributos define parcialmente los límites del sistema legal de propiedad privada. Así por ejemplo, parte de la problemática vinculada a los tributos es ¿están justificados los tributos sobre las ganancias personales sin distinción entre las fuentes de origen?  ¿Está justificado pagar tributos por las riquezas acumuladas o esto es desalentar a las personas que ahorran? En el proceso de definir esas cuestiones, la noción de capacidad contributiva no representa ninguna función normativamente relevante. Aunque podría tener algún atractivo si se la piensa como una libertad que no debe ser restringida, pero sí regulada.
Esta capacidad consistiría en la libertad de poseer un mínimo de recursos económicos que deberían ser inmunes a la imposición de tributos. Cuando se supera este mínimo, o bien se impide alcanzar un estándar de decencia mínimo, o bien se está privando a las personas de algo que tienen un derecho moralmente justificado a tener. En ambos casos se entiende la capacidad económica como una garantía frente al poder coercitivo del Estado[footnoteRef:9]. ¿Se deriva de las libertades básicas protegidas una exigencia de no traspasar un cierto nivel de carga tributaria? ¿Podría entenderse esta exigencia como un principio de que todos contribuyan por igual? [9:  (Mordeglia, 1986) (Villegas, 2002). “En definitiva, el principio de no confiscatoriedad tributaria actúa en torno a la capacidad económica y puede ser una garantía complementaria de la misma, pero además, tiene autonomía propia” (Dorado, 2003, p. Ap. V.). Según algunos, la noción de capacidad contributiva o capacidad económica incorporada como principio o garantía, a diferencia de principios como el de generalidad se proyecta exclusivamente al campo de la justicia tributaria.] 

En esta línea argumentativa, el Estado debe respetar una cierta libertad para que su ejercicio coactivo de imposición de tributos sea legítimo. Esta línea argumentativa podría ser defendida desde una concepción de justicia libertaria según la cual los tributos no están moralmente justificados a menos que tuviesen como finalidad el mantenimiento de servicios estatales mínimos[footnoteRef:10]. La imposición de tributos que están destinados a financiar servicios y provisión de bienes que no han sido consentidos constituiría una violación de la libertad individual. Dicha conclusión se apoyaría en una idea de libertad “natural” de la que los individuos disfrutan y que es el fundamento moral de la propiedad privada. Si algunas instituciones regulan o imponen condiciones al ejercicio de los derechos que los individuos disfrutan con anterioridad a estas instituciones, entonces esa libertad y esos derechos se constituyen como restricciones al accionar estatal[footnoteRef:11]. [10:  (Nozick, 1974), pero también para los libertarios de izquierda como (Vallentyne, 2007, 2012)]  [11:  Los libertarios están preocupados de manera fundamental por definir cuáles son las restricciones deontológicas que se derivan de estos derechos “naturales” y rechazan cualquier tipo de argumento consecuencialista. Véase (Nozick, 1974, p. 26 y ss.) Pero una teoría deontologista puede incorporar elementos consecuencialistas sin convertirse en absolutamente consecuencialista. Véase (Pogge, 1989, pp. 44-45) ] 

Este presupuesto puede ser cuestionado desde un punto de vista filosófico y negar que exista algo así como una libertad “pre-institucional” que debe ser protegida. Podría ser plausible que el derecho tributario hiciese referencia a una libertad “institucional”, que protegiera algún interés básico. ¿Qué condiciones deberían satisfacerse para que esto sea así? Sirve indagar en las condiciones que deben cumplir las libertades básicas protegidas por el principio de la igual libertad en la teoría de la justicia rawlsiana.
En la Justicia como Equidad las libertades básicas están concebidas como caminos institucionales que deben garantizarse para respetar a los ciudadanos en tanto sujetos libres e iguales[footnoteRef:12]. En tanto se conciban como ciudadanos libres e iguales, es valioso suponer que tienen dos capacidades fundamentales que ejercen y que respetan en sus relaciones sociales. Estas dos capacidades son: la capacidad de tener una concepción del bien, y la capacidad de tener un sentido de la justicia. A menos que supongamos que los ciudadanos tienen estas capacidades, carece de sentido exigir que las instituciones que regulan las relaciones sociales se expresen en términos de igualdad y libertad. Esto es así, porque dado que las personas tienen una capacidad de tener una concepción del bien y tienen una concepción específica del bien que libremente persiguen, estas concepciones deben ser consideradas igualmente importantes y los sujetos que las sostienen deben ser concebidos como libres. Además, dado que los ciudadanos tienen una capacidad  para tener un sentido de la justicia y desean tratar a los demás en términos equitativos, cada uno de ellos es igualmente importante para los demás y libre para comportarse como lo exigen las instituciones de una sociedad justa. [12:  (John Rawls, 1971-1999) (J Rawls, 1982)] 

Una vez que destacamos cuales son los fundamentos de las libertades protegidas, se muestra que garantizar un ámbito de indemnidad sobre ciertos bienes económicos no está moralmente justificado. Sería necesario instrumentalmente garantizar a cada ciudadano un mínimo de recursos económicos sólo si fuese necesario para que puedan desarrollar en forma autónoma un plan de vida propio. Esta garantía exigiría la provisión de bienes en aquellos casos en que la persona no tuviese bienes suficientes, pero tal como hemos anticipado, esta cuestión no será tratada aquí. Si una persona tiene suficientemente  satisfechos por igual sus intereses en educación, en salud, en alimentación y en vivienda, en tanto ciudadano es respetado como sujeto libre e igual. Por ello que alguien no pueda llevar adelante su particular concepción del bien, y aún cuando esto no sea posible ni siquiera en un nivel mínimo, no es responsabilidad de la sociedad garantizarle el éxito. Es decir, si las instituciones establecen un esquema de libertades iguales para todos, las libertades específicamente vinculadas con la igualdad política están garantizadas de manera suficiente, y no existen desigualdades en el acceso o disfrute de las demás libertades básicas, entonces no hay ningún tipo de capacidad económica que deba respetarse.
En particular, el foco debe estar puesto sobre aquellas instituciones que distribuyen bienes tan preciados para la democracia como las libertades políticas y las oportunidades de acceder a los diferentes cargos y posiciones sociales. La distribución de estos bienes y la satisfacción de garantías como la igual libertad y la igualdad equitativa de oportunidades (Rawls, 1971-1999) tienen prioridad frente a la distribución de bienes como ingresos y riquezas. Por eso, la evaluación de la distribución de cargas sociales, entre las que están incluidos los tributos, no puede ser abstraída de la evaluación de la distribución general de los beneficios sociales que lleva adelante el esquema institucional en su conjunto.
III. Principios adecuados de contribución tributaria.
Para finalizar podríamos considerar si la idea de capacidad contributiva tiene algún lugar en la distribución de los costos por la provisión de otros bienes públicos. Aquellos bienes que serán provistos por el Estado. En este ámbito, uno podría incorporar el principio de que la contribución debe ser distribuida de acuerdo al beneficio obtenido[footnoteRef:13]. ¿Qué lugar tiene este principio de distribución de las cargas tributarias en la estructura de A Theory of Justice? ¿Bajo qué condiciones es correcto requerir contribuciones que se correlacionen con los específicos beneficios que obtiene una persona de los arreglos institucionales? En esta pregunta es útil remarcar que así como la concepción de justicia como equidad aplica diferentes criterios de evaluación a la distribución de los diferentes bienes: libertades, oportunidades e ingresos y riquezas; también en la distribución de las cargas contributivas, existen diferentes criterios de evaluación. Por un lado encontramos un principio de contribución proporcional en el caso de actividades de consumo. Las personas deberían contribuir de acuerdo a los bienes que son consumidos del pozo común de recursos sociales[footnoteRef:14]. Por otro lado, la contribución que deben hacer las personas por sus riquezas y por la transferencia que hacen de éstas (regalos y legados) Rawls propone un principio basado en la promoción de un objetivo social: la dispersión del capital y la preservación de las garantías de las libertades básicas[footnoteRef:15]. También las libertades políticas y la equidad en el valor de las oportunidades sociales tienen una especial importancia en la aplicación de este principio contributivo[footnoteRef:16]. Finalmente, el principio de contribución según el beneficio recibido por cada ciudadano sólo tiene aplicación en los recursos que sean producidos por el gobierno en casos en que los remanentes de la producción social, sean dispuestos para lograr otros objetivos económicos[footnoteRef:17].  [13:  (John Rawls, 1971-1999, pp. 249-251). En la doctrina tributaria, a este tipo de servicios comúnmente se los denomina “tasas” o “contribuciones especiales”. (Mordeglia, R., 1986, pp. 205-233; Villegas, 2002, pp. 169-197). Sin embargo, dado que todos estos requerimientos implican el ejercicio de un poder coercitivo por parte del Estado que implica una prestación de parte de los ciudadanos, podrían asimilarse. Véase (Vallentyne, 2012, Ap. I)]  [14:  (John Rawls, 1971-1999, p. 246)]  [15:  (John Rawls, 1971-1999, pp. 245-247)]  [16:  (John Rawls, 1971-1999, p. 245-247)]  [17:  (John Rawls, 1971-1999, 249-251)] 

IV. Conclusión.
¿Cómo queda definido entonces el principio de capacidad contributiva, dado los diferentes criterios de evaluación de las instituciones que distribuyen cargas sociales? La respuesta que parece surgir es que el concepto de “capacidad contributiva” no tiene contenido y no cumple ninguna función. dicho concepto no colabora a esclarecer el fundamento de legitimidad en la imposición coactiva de tributos, ni a comprender como debe garantizarse la igualdad en la aplicación de las instituciones tributarias. Si por otra parte, se entiende que el principio de capacidad contributiva está basado sólo en la noción de igualdad formal, esta noción no es útil para determinar cuando la capacidad contributiva de una persona ha sido vulnerada y por lo tanto, inútil para determinar cuando el tributo se convierte en una confiscación. Por todo ello, es que sostengo que el concepto de capacidad contributiva debe abandonarse ya que carece de relevancia. 
En una concepción liberal de la justicia como la representada en Justicia como Equidad el único límite en la imposición de una carga social o el requerimiento de una contribución tributaria se encuentra en la idea de libertades básicas. En la especificación de estas libertades, no existe algo así como la libertad de tener propiedad privada de los medios de producción, no existe algo como la libertad de realizar intercambios de cualquier especie sin interferencia estatal, ni tampoco la idea de recompensa por la contribución individual que incrementa el producto social. Cada libertad es un camino institucional que las personas pueden elegir y que está protegido de la interferencia de los demás, pero su definición y justificación depende de la justicia del esquema institucional en su totalidad y no de ciertas instituciones consideradas de manera aislada.
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